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                       CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

                                            SECCION TERCERA

SUBSECCIÓN B

Consejera Ponente: STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO

Bogotá, D.C., veintidós (22) de noviembre de dos mil doce (2012) 

Radicado: 

11001032600019980419001 (14.190)

Actor: 

VILMA MORENO DÍAZ
Demandado: 
MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA Y OTRO

Referencia: 
Acción de nulidad 
Decide la Sala la demanda de nulidad del contrato de concesión de mediana minería 096
 de 1993 y de su registro, interpuesta por la señora Vilma Moreno Díaz contra el Ministerio de Minas y Energía y la sociedad Gravas y Arenas Italcolombianas GRAVICOL LTDA
.
I. ANTECEDENTES

1. Pretensiones de la demanda

El 3 de octubre de 1997, la ciudadana Vilma Moreno Díaz radicó demanda de nulidad contra el Ministerio de Minas y Energía y Gravicol Ltda., con base en las siguientes pretensiones -folio 2, cuaderno principal-: 
“1º Que se declare la nulidad del Contrato de Concesión Minera para Mediana Minería No.13128 (sic) celebrado entre la Sociedad GRAVAS Y ARENAS ITALCOLOMBIANAS LTDA, GRAVICOL LTDA. y el MINISTERIO DE MINAS Y ENERGIA el día ocho (8) de septiembre de mil novecientos noventa y tres (1993), e inscrito en el Registro Minero Nacional el veinticuatro (24) de septiembre de mil novecientos noventa y tres (1993) bajo el número noventa guión mil trescientos treinta y cinco guión cero cero cero noventa y seis guión cero tres (90-1335-00096-03).

2º Que se declare la nulidad del Registro Minero número noventa guión mil trescientos treinta y cinco guión cero cero cero noventa y seis guión cero tres (90-1335-00096-03) del veinticuatro (24) de septiembre de mil novecientos noventa y tres (1993)”.
2. Hechos 
En el siguiente aparte se relaciona el trámite que precedió a la suscripción del contrato e inscripción del registro minero objeto de la demanda, de conformidad con el acervo probatorio que reposa en el proceso.
1. El 20 de junio de 1990 la Sociedad Gravas y Arenas Italcolombianas Ltda. GRAVICOL LTDA. solicitó al Ministerio de Minas y Energía inscribir en el registro minero el permiso que le concedió la CAR para extracción de material aluvial en un área de 28 hectáreas
, por un término de siete años y medio, -Resoluciones 2182 y 3476 de 1986 y 3915 de 1988-
.
El Ministerio de Minas y Energía, mediante Resolución 2693-51 de 17 de julio de 1990
 resolvió inscribir en el registro minero el permiso concedido por la CAR a la sociedad comercial Gravas y Arenas Italcolombianas Ltda. “Gavicol”, para la explotación en el predio “San Rafael”, ubicado en la vereda Río Frío Oriental del Municipio de Tabio, departamento de Cundinamarca, de materiales de arrastre. Al registro le correspondió el número 096 del 24 de septiembre de 1990, expedido el 28 de septiembre del mismo año –folio 304, cuaderno 2-.
2. Mediante actos administrativos 5058 de 13 de diciembre de 1990  y 5-0336 de 6 de marzo de 1991
 –folios 313 a 319 cuaderno 2-, el Ministerio de Minas y Energía dispuso inscribir en el registro minero el Decreto departamental 1677 de 1990 –folio 278 cuad. 2-, dictado por la Gobernación de Cundinamarca para declarar zona de protección del paisaje la Cuenca Superior del Río Frío, situada en los municipios de Tabio y Zipaquirá, en los términos de los artículos 42 y 43 del Decreto 2568 de 1974 y, mediante Resolución 3-1364 del 3 de agosto de 1992,
 el mismo ministerio delimitó el área restringida, de acuerdo con el informe SPMA número 140.
3. En consideración a que el permiso concedido por la CAR vencía en 1993, GRAVICOL LTDA., por intermedio de apoderado, se dirigió al Ministerio de Minas y Energía, el 22 de enero de 1992, para manifestar su intención de iniciar las diligencias tendientes a obtener las autorizaciones para la “explotación de gravilla bien sea antes o al menos coetáneamente a la finalización del permiso de la CAR”, en el mismo predio -folios 305 a 307 cuaderno 2-.
4. La Dirección General de Asuntos Legales –División Legal de Minas– Sección de Contratos, mediante auto del 30 de marzo de 1992, informó a la solicitante que podía adelantar el trámite de licencias de explotación o exploración diligenciando el formulario respectivo, conforme a las disposiciones señaladas en el Código de Minas y al tiempo dispuso visitar el área correspondiente al registro minero 096 -folio 293, cuaderno 2-.
5. El 27 de mayo de 1992, la sociedad demandada presentó solicitud de licencia de exploración, radicada bajo el n.° 16.238 -folio 308 cuaderno 2-. 
6. La División de Ingeniería y Proyectos –Sección de Estudios de Ingeniería- de la entidad estatal, por auto del 8 de octubre de 1992, consideró “que el área solicitada mediante la Licencia 16238 es igual a la tratada en el registro minero de cantera número 096 y por lo tanto coincide en extensión y alinderación”.
7. El 3 de diciembre de 1992, la Sección de Estudios de Ingeniería del Ministerio de Minas y Energía -en atención al auto de 23 de noviembre de 1992 proferido por la Dirección General de Asuntos Legales de la misma entidad- puso de presente que el área al que corresponden la solicitud de licencia n.° 16.238 y el registro minero n.° 096 no se encuentran dentro de la zona restringida para la minería, determinada en la Resolución Nº 3-1364 del 3 de agosto de 1992 –folios 321 a 329 cuaderno 2-.
8. Mediante Resoluciones 5-0506 y 5-2268 de 16 de febrero y de 15 de abril de 1993 –folios 286 a 290 cuaderno 2-, el Ministerio de Minas y Energía resolvió aclarar el auto del 30 de marzo de 1992, en lo relativo a dejar sentado que la zona objeto del beneficio no se encuentra comprendida en la franja de protección del paisaje, delimitada mediante Resolución 3-1364 de 1992.

9. Ante la perspectiva de conversión, el Procurador Delegado para Asuntos Agrarios se dirigió al ministerio demandado para destacar que el artículo 45 del Código de Minas no permite que las licencias de exploración y explotación de proyectos de mediana minería se conviertan en contratos de concesión.
10. El 8 de septiembre de 1993, el Ministerio de Minas y Energía y la sociedad Gravas y Arenas Italcolombianas GRAVICOL LTDA suscribieron el contrato de concesión de mediana minería número 096, por el término de 30 años –folios 175 a 183 cuaderno principal-, inscrito en el registro minero nacional bajo el n.° 90-1335-00096-03 el 24 de septiembre de 1993 –folio 184 cuaderno principal-.
3. Concepto de violación
Respecto del contrato de concesión de mediana minería 096 de 8 de septiembre de 1993 y del registro minero 096, se formularon los cargos que en seguida se sintetizan
:
3.1 Violación del Decreto departamental 1677 de 1990
 

Manifiesta la demandante que el ministerio demandado celebró el contrato de concesión para la explotación y apropiación del mineral gravas y arenas, en el área definida por el punto arcifinio “cruce del Río Frío con la carretera que de Tabio conduce a Cajicá”, pasando por alto que para entonces el Gobernador de Cundinamarca, mediante el Decreto 1677 de 1990, declaró zona de protección del paisaje el mismo suelo, es decir, la Cuenca Superior del Río Frío –folio 176 cuaderno principal-. 

Siendo así, a su parecer, el ministerio le habría concedido a la sociedad Gravas y Arenas concesión para la explotación de un tramo restringido para la minería, desconociendo el artículo 9º del Código de Minas, acorde con el cual la declaratoria de zona de reserva natural forestal o de protección del paisaje, declarada por el departamento de Cundinamarca proscribe adelantar actividades mineras que afecten los recursos naturales renovables, el medio ambiente y el desarrollo de la agricultura y la ganadería.
3.2 Falsa motivación 
Al parecer de la actora, al ministerio demandado no le correspondía, por falta de competencia, expedir las resoluciones que antecedieron a la transformación del permiso -registro minero 096 de 1990-, en el contrato de concesión 096 de 1993 -registro minero 90-1335-00096-03 del mismo año- objeto de la demanda; tanto así que la entidad no justificó la conversión, desconociendo los artículos 44 y 45 del Código de Minas.

Se echan de menos los motivos que habrían dado lugar al cambio de postura del ministerio, observado en la Resoluciones 5-0506 y 5-2268 de 1993, si se considera que la Sección de Contratos de la División Legal de Minas de la Dirección General de Asuntos legales de la entidad accedió inicialmente a la solicitud formulada por la beneficiaria, empero, más adelante, condicionó la petición “en el sentido de que antes de terminar el derecho emanado del Registro Minero 096, la titular podrá solicitar la conversión a Contrato de Concesión previa presentación de los informes correspondientes”.
Resalta la demanda que el permiso otorgado por la CAR se agotó por cumplimiento del plazo el 17 de diciembre de 1993, razón por la cual, a la luz del Código de Minas, no procedía transformarlo o convertirlo en contrato de concesión, pues ésta figura solo opera, por mandato de los artículos 44 y 45 del ordenamiento minero, para proyectos de pequeña minería.

Igual cargo formula contra el contrato de concesión minera 096 de 1993, pues, a su parecer, cuando se suscribió -8 de septiembre de 1993-, el permiso para extracción del material aluvial otorgado por la CAR en la misma área -Resoluciones 2182 y 3476 de 1986 y 3915 de 1988- no se encontraba vigente, toda vez que la primera de las resoluciones que debía haberse inscrito el 23 de junio de 1990, a más tardar, como lo dispone el artículo 296 del Decreto ley 2685 de 1988 -Código de Minas-, tuvo lugar el 24 de septiembre del mismo año, generando en consecuencia la extinción del mencionado permiso.

Señala que el artículo 17 del estatuto minero estableció las clases de títulos que regulan las actividades -licencias de exploración, explotación y contratos de concesión- y en su artículo 296 dispuso lo relativo al perfeccionamiento de los títulos otorgados con anterioridad a su vigencia, so pena de extinción de pleno derecho
. 
Lo anterior le permite concluir que el cargo de falsa motivación, formulado contra el contrato de concesión 096/93 debe prosperar, porque el fundamento para su celebración fue el permiso otorgado por la CAR a GRAVICOL LTDA., para entonces extinguido, por inscripción extemporánea.  

3.3 Vulneración del derecho a un ambiente sano y a  la participación 
Con fundamento en el parágrafo 2 del artículo 5 de la Ley 99 de 1993, la actora sostiene que como la protección del ecosistema y de los recursos naturales renovables le fue confiada al Ministerio del Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial, los estudios presentados por la concesionaria Gravicol Ltda. al Ministerio de Minas y Energía, además de no haberse presentado ante la autoridad competente, no sustituyen el estudio de impacto y el plan de manejo ambiental.

Agrega que tampoco el Ministerio de Minas y Energía, el 18 de septiembre de 1993, podía autorizar, como efectivamente sucedió, una explotación minera durante 30 años y sujetar el estudio de impacto ambiental a lo que el mismo considerara en los dos años siguientes; pues la competencia que le otorgaba el artículo 250 del Código de Minas, en razón de lo previsto en el artículo 18 de la Ley 99 de 1993, fue asignada al Ministerio del Medio Ambiente y desde entonces el estudio es obligatorio, lo que excluye la mera liberalidad para exigirlo. 
Afirma que GRAVICOL LTDA. no ha solicitado la licencia que exige el artículo 49 de la Ley 99 de 1993; no ha presentado el estudio de impacto y no cuenta con planes de manejo y de restauración ambiental, los que se han debido presentar dentro de los seis meses siguientes, ante el ministerio del ambiente, por ser la autoridad competente.

Aduce que, a lo antes señalado, debe agregarse que los demandados realizan actividades de explotación por fuera del área otorgada o en zonas prohibidas o restringidas, incumpliendo la cláusula quinta del contrato demandado.
Finalmente, alega que el contrato de concesión para material de arrastre 096/93 y su registro minero desconoce el artículo 79 de la Constitución Política, toda vez que durante su trámite adelantado por el Ministerio de Minas y Energía para proceder a su celebración no permitió la participación de la comunidad, legitimada para defender el derecho colectivo a gozar de un ambiente sano.
A juicio de la demandante, el contrato debe suspenderse, hasta tanto las autoridades ambientales competentes adelanten un trámite acorde con la Ley 99 de 1993.

4. Intervención pasiva
4.1. Ministerio de Minas y Energía

4.1.1 Contestación de la demanda

El Ministerio de Minas y Energía por intermedio de apoderada -folios 143 a 161, cuaderno principal- se opone a las pretensiones de la demanda, pues considera que el contrato de concesión 096 de 1993, celebrado con la sociedad GRAVICOL LTDA. se ajusta a la normatividad vigente. 
Asegura que el contrato demandado fue suscrito con el objeto de defender los derechos adquiridos por la sociedad GRAVICOL LTDA., mediante las Resoluciones 2182 y 3476 de 1986 y 3915 de 1988, otorgadas por la CAR, como lo ordena el artículo 58 constitucional, atendiendo a la solicitud de los interesados, previa constatación de que se trataba de la misma zona del registro minero del cual aquellos eran titulares y una vez establecido el cumplimiento de los requisitos exigidos por el Código de Minas para el efecto. Sostiene que la sociedad demandada presentó informe final de explotación, plan de trabajo e inversiones, estudio de impacto ambiental y delimitación del área con el lleno de los requisitos legales.

La apoderada del Ministerio de Minas y Energía se refiere al Decreto 1677 de 1990 expedido por el Gobernador del departamento de Cundinamarca, para poner de presente que fue declarado nulo por esta Corporación, mediante providencia del 16 de mayo de 1996.
Adicionalmente considera que la acción instaurada por la actora es improcedente, pues si bien el ordenamiento le otorga competencia a esta Corporación para resolver sobre asuntos petroleros y mineros en única instancia, no la faculta para pronunciarse sobre contratos administrativos, sino cuando la acción que se instaura es la contractual, establecida para considerar actuaciones administrativas bilaterales, es decir para dilucidar conflictos en el ámbito de derechos y obligaciones que no solo involucran a la administración sino también a los particulares. 
Destaca que, si bien el artículo 30 del Código de Recursos Naturales determina que para la adecuada protección del ambiente el Gobierno Nacional establecerá políticas y normas sobre zonificación y que los departamentos y municipios tendrán sus propias regulaciones, sujetas a las de orden nacional, la zona objeto de explotación no se encuentra comprendida en la franja delimitada por el departamento de Cundinamarca, en los términos del decreto de protección ambiental al que se ha hecho referencia. 

Finalmente, recuerda que el contrato de concesión 096 de 8 de septiembre de 1993 se suscribió en vigencia del Código de Minas (Decreto ley 2655 de 1988), de manera que su trámite no podía sujetarse a las previsiones de la Ley 99 de 1993 expedida el 22 de diciembre del mismo año. Y, para concluir, destaca que la División General del Ministerio de Minas y Energía, previa constatación de la situación ambiental del área objeto de explotación, rindió el informe n.° 236 del 25 de marzo de 1993, como correspondía.

4.1.2 Excepciones 

La apoderada del Ministerio de Minas y Energía formula la excepción de indebida acumulación de pretensiones. Para el efecto, atendiendo al texto literal de la demanda, destaca que la actora estaría llamando a responder en juicio a GRAVICOL LTDA. y al Ministerio de Minas y Energía por las irregularidades de un contrato suscrito por este mismo ministerio pero con la sociedad DAPA S.A. –folio 142 cuaderno principal-.
4.2 Gravas y Arenas Italcolombianas GRAVICOL LTDA.
4.2.1 Contestación de la demanda
El representante legal de la entidad concesionaria, a través de apoderado, se opuso a las pretensiones de la demanda, porque la entidad que representa habría cumplido a cabalidad con las exigencias legales ambientales y con las obligaciones contractuales derivadas del contrato de concesión 096 de 1993. 
Frente a la presunta inobservancia del Decreto departamental 1677 de 1990, el apoderado de GRAVICOL LTDA. recuerda la declaratoria de nulidad proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante decisión confirmada por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo de esta Corporación. 
4.2.2  Excepciones

Al igual que el ministerio demandado, el representante de GRAVICOL LTDA. formula la excepción de inepta demanda por indebida acumulación de pretensiones. Al respecto señala que la actora, en dos ocasiones, se refiere al “contrato de concesión n.° 13128”, y no al 096 de 1993, de donde colige que la demanda tendría que haberse dirigido contra la sociedad “DAPA S.A.,” concesionaria de la explotación de un yacimiento de materiales de construcción en jurisdicción del departamento del Valle y no contra la sociedad GRAVICOL que él representa.
Siendo así y dado que nada tiene que ver el contrato 13.128 de 1993, con los hechos aludidos en la demanda y con su vinculación al proceso, considera probada la excepción propuesta. Para el efecto adjunta certificación expedida por la Secretaría Legal del Ministerio de Minas y Energía que da cuenta de que la beneficiaria del contrato de concesión al que se dirige la pretensión de nulidad formulada por la actora es la sociedad DAPA S.A. y que éste trata de una concesión en el departamento del Valle del Cauca.
5. Alegatos de conclusión
La demandante –folios 246 a 269 cuaderno principal-, el Ministerio de Minas y Energía –folios 270 a 278 cuaderno principal-  y GRAVICOL LTDA. –folios 279 a 281 cuaderno principal- a partir del análisis del material probatorio que reposa en el expediente y a la luz de sus intereses jurídicos procesales que defienden, consideran que están dadas, en cada caso,  las condiciones para la prosperidad de sus planteamientos. Para el efecto reiteran lo expuesto, tanto en la demanda como en las contestaciones a la misma.
6. Intervención del Ministerio Público 
La Procuradora Segunda Delegada cuestiona la competencia de esta Corporación para conocer del asunto de la referencia en única instancia, porque, a su parecer, la concesión minera es un típico contrato estatal controvertible mediante la acción contractual sujeta al conocimiento de los tribunales administrativos, en única o en primera instancia, atendiendo a su cuantía, en los términos de los artículos 131 y 132 numeral 8º del C.C.A. Señala que si bien el numeral 6 del artículo 128 del mismo ordenamiento asigna al Consejo de Estado, en única instancia, el conocimiento de los procesos que se promuevan sobre asuntos mineros y petroleros, en este último caso hay que entender que se trata de una competencia residual.

Por lo anterior solicita declarar la nulidad de todo lo actuado y disponer, en consecuencia, la remisión del expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para que se surta el trámite que corresponde. 
II. CONSIDERACIONES 

1. Competencia 
Previamente a pronunciarse de fondo resulta del caso resolver las solicitudes de nulidad por falta de competencia de esta Corporación para conocer del asunto de la referencia en única instancia y de remisión al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para que surta la primera instancia, formulada por el ministerio público.

Al respecto se debe primeramente recordar que esta Sección precisó el alcance del numeral 11 del artículo 128 del C.C.A.
 antes de la expedición de la Ley 446 de 1998
, en el sentido de dejar sentado que el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo conoció privativamente y en única instancia de los asuntos mineros y petroleros, incluyendo las controversias contractuales relacionadas con los mismos y las reclamaciones de reparación directa, al igual que de las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho sobre impuestos mineros, contribuciones y regalías
.
No obstante, en el sub lite, se trata de resolver una controversia sobre la actuación tutelar del Estado en materia de recursos naturales y del ambiente, no relacionada con derechos y obligaciones, como tampoco con prerrogativas estatales surgidas en el ámbito de relaciones bilaterales, de manera que la competencia para decidir en única instancia se deriva no del numeral 11, sino del 16 del artículo 128 del Decreto 01 de 1984 subrogado por el artículo 2 del Decreto 597 de 1988, comoquiera que el 3 de octubre de 1997, cuando se interpuso la demanda, no se contaban con acciones específicas para cuestionar contratos de concesión minera o petrolera, por motivos de afectación al derecho colectivo a un ambiente sano
. 
Lo anterior, en cuanto, si bien en los términos de los artículos 8 de la Ley 9 de 1989 y 118 del Decreto ley 2303 de 1989
, la acción popular prevista en el Código Civil podía ser utilizada para la defensa del ambiente y de los recursos naturales renovables, el mecanismo no comprendía el escrutinio constitucional que permite a cualquier persona pretender la nulidad de contratos de concesión minera, de manera que mal podría exigirse a la actora su utilización, en perspectiva de la defensa de los  interés colectivos y, por ende, difusos a un ambiente sano sujeto al escrutinio ciudadano sin restricción. 
Ahora bien, es importante recordar, que la objeción sobre la vía procesal escogida por la demandante para cuestionar el manejo ambiental dado al contrato de concesión 096 de mediana minería, suscrito el 8 de septiembre de 1993, entre el Ministerio de Minas y Energía y GRAVICOL LTDA. fue considerada por esta Sala el 5 de mayo de 1998, al resolver el recurso de reposición interpuesto contra el auto admisorio de la demanda. 
Se recordó, entonces, los precedentes a cuyo tenor la competencia de esta Corporación en única instancia sobre asuntos mineros y petroleros presupone que el demandante actúa en defensa de un derecho colectivo de rango constitucional y no circunscrito a los derechos y obligaciones surgidos de la relación contractual, pues, en este último caso, siguiendo las previsiones de la Ley 80 de 1993, lo que correspondía era sujetarse a las reglas fijadas para resolver controversias de naturaleza contractual –folio 131 cuaderno principal-. 
Siendo así y habida cuenta que la demanda se interpuso el 3 de octubre de 1997, es decir antes de la expedición de las Leyes 446
 y 472 de 1998
, y que funda su pretensión de nulidad del contrato de concesión minera 096/93 y del registro minero nacional 90-1335-00096-03 del mismo año, en la vulneración de los artículos 79 de la Constitución Política, 5, 49 y 57 de la Ley 99 de 1993
, 23 del Decreto 1753 de 1994
 y de la Resolución 222 de 1994
, en razón de que el Ministerio de Minas y Energía habría actuado por fuera de su competencia, desconociendo previsiones en materia de protección ambiental y de las reglas de participación ciudadana en la materia, esta Sección debe pronunciarse de fondo y en única instancia, en los términos del numeral 16 del artículo 128 del Decreto 01 de 1984, subrogado por el artículo 2° del Decreto 597 de 1988. 
2. Legitimación en la causa por activa

El derecho colectivo a un ambiente sano, al igual que el de participar activamente en su defensa, legitiman a cualquier persona natural o jurídica, pública o privada, para cuestionar la validez de los contratos de concesión minera que desconocen los intereses difusos de la colectividad y su participación en su protección y control
 y a esta Corporación,  para pronunciarse, en única instancia antes de la Ley 472 de 1998, sobre las pretensiones de nulidad por vulneración de las disposiciones constitucionales y legales en la materia, al margen de los derechos y obligaciones de índole patrimonial, relacionadas directamente con las partes vinculadas a la relación negocial
.  

En el presente caso, la demandante cuestiona el contrato 096/93 y el registro minero nacional 90-1335-00096-03 del mismo año i) en tanto la concesión comprende la explotación de material de arrastre en una zona ambientalmente protegida, ii) debido a que no le correspondía al Ministerio de Minas celebrar sin que medie la licencia ambiental correspondiente, dadas las previsiones de la Ley 99 de 1993, iii) en razón de que la sociedad beneficiaria no ha cumplido con las exigencias establecidas en el ordenamiento ambiental sobre estudio de impacto y plan de manejo y iv) no se establecieron las condiciones para la participación ciudadana en el trámite que precedió al otorgamiento del beneficio; razones suficientes para que la Sala encuentre legitimada a la señora Vilma Moreno Díaz para formular las pretensiones de nulidad sobre las que estructura su demanda. 
3. Las excepciones 

Coinciden los demandados en invocar como medio exceptivo la indebida acumulación de pretensiones. Para la parte pasiva no resulta congruente que la demandante solicite la nulidad del contrato de concesión minera n.° 13.128 del 8 de septiembre de 1993 y la del registro minero n.° 90-1335-00096-03 del 24 de septiembre de 1993, pues este último corresponde al contrato de concesión 096, celebrado entre el Ministerio de Minas y Energía y la empresa GRAVAS Y ARENAS ITALCOLOMBIANAS LTDA., GRAVICOL LTDA., contra quienes fue dirigida la demanda, en tanto el contrato cuya nulidad se invoca fue suscrito por el mismo ministerio pero con la sociedad DAPA S.A., no convocada a la litis.
No obstante, del análisis integral de la demanda y de las pruebas practicadas, se colige que la excepción formulada no tiene vocación de prosperidad, porque, si bien la actora inicialmente formuló la nulidad del contrato de concesión minera n.° 13128, que no corresponde al registro minero también demandado, es fácil advertir que ello se debió a un error mecanográfico, enmendado por la actora mediante memorial obrante a folio 173 del cuaderno principal y ostensible, si se considera que, a todas luces, se entiende que las pretensiones de la demanda tienen que ver con el contrato de concesión 096/93,  suscrito el mismo 8 de septiembre de 1993, porque así lo indican con claridad los hechos y el material probatorio allegado al proceso.

De esta manera, al no evidenciarse la indebida acumulación de pretensiones formulada por los demandados, la excepción se despachará desfavorablemente. 

4. Estudio de los cargos formulados 

Corresponde a la Sala resolver la nulidad formulada contra el contrato de concesión de mediana minería 096, suscrito el 8 de septiembre de 1993 por el Ministro de Minas y Energía y el representante legal de GAVICOL LTDA. –hoy GRAVICOL-, inscrito en el registro minero nacional con el número 90-1335-00096-03 del día 24 del mismo mes y año. Se entra, entonces, a analizar los cargos en el orden propuesto en la demanda. 
4.1 Violación del ordenamiento en materia de protección ambiental 
Considera la parte demandante que el contrato de concesión minera 096 de 1993 desconoce el Decreto departamental 1677 de 1990 que declaró como zona especial de protección ambiental la Cuenca Superior del Riofrío, situada en los municipios de Tabio y Zipaquirá.

Efectivamente, el decreto en mención al establecer que “ (…) por causa de las explotaciones para lucro particular sin consideración con los intereses de la generalidad de los habitantes y vecinos, se ha deteriorado el medio ambiente, haciéndose necesario tomar medidas de conservación y preservación del Valle del Riofrio, privilegiada zona de paisaje, fauna y flora”
,  declaró “como Zona de Protección del Paisaje, la CUENCA SUPERIOR DEL RIOFRÍO, situada en los municipios de Tabio y Zipaquirá”, de acuerdo con las coordenadas geográficas distinguidas por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi.
Ahora, se encuentra demostrado que el ministerio demandado suscribió con la sociedad GRAVICOL LTDA. contrato de concesión de mediana minería para explotación de material de arrastre en el predio San Rafael que colinda en el punto arcifinio con el cruce del Riofrío y con la carretera que de Tabio conduce a Cajicá –folio 215 cuaderno Principal-; de ahí que, prima facie, bien podría argüirse, como lo hace la demanda, que el acuerdo desconoce la restricción impuesta por el Decreto departamental 1677 de 1990.
No obstante, es menester tener presente que el decreto en comento fue anulado por la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca el 31 de julio de 1995, mediante decisión confirmada por esta Corporación el 16 de mayo del año siguiente
 y que, dados los efectos ex tunc
 de las decisiones anulatorias, habrá de entenderse que el acto no existió lo que hace que no pueda ser tenido en cuenta para establecer la validez de los actos y contratos administrativos proferidos durante su vigencia, así unos y otros lo desconocieran
. 
De manera que, aunque el 8 de septiembre de 1993, el Decreto departamental 1677 de 31 de julio de 1990 debía aplicarse, dado que la controversia de ilegalidad de la que fue objeto tan solo culminó el 24 de mayo de 1999 -una vez negado el recurso de súplica instaurado contra la sentencia del 16 de mayo de 1996-, también lo es que dicho decreto no puede ser considerado para realizar el examen de validez propuesto en la demanda, sin que ello obste para considerar la pretensión anulatoria, desde la perspectiva constitucional y de las normas que la desarrollan. 
Lo anterior porque normas constitucionales de obligatorio cumplimiento
 ordenan a las autoridades públicas proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y garantizar la participación de la comunidad en las decisiones que las comprometen; de manera que, así el decreto departamental se hubiere anulado, resulta innegable que se trató de una disposición administrativa de protección ambiental dirigida a excluir la explotación minera en la Cuenca Superior del Riofrío para preservar el paisaje, lo que resultaría suficiente para, con fundamento en las normas de rango superior
, declarar la nulidad impetrada; empero, el material probatorio allegado al proceso demuestra que, con antelación a la suscripción del contrato 096/93, en vigencia del decreto posteriormente anulado, la Sección de Estudios del Ministerio de Minas y Energía se preocupó por el respeto de las disposiciones constitucionales en la materia en cuanto indagó y pudo constatar que el área que se pretendía en concesión se encontraba por fuera de la zona restringida para la minería, señalada en la Resolución 3-1364 de 1992, expedida precisamente en cumplimiento del posteriormente anulado y pluricitado decreto departamental –folios 321 a 329 cuaderno Principal-.

Por consiguiente, establecido como se encuentra que, el 8 de septiembre de 1993, el Ministerio de Minas y Energía pudo constatar que la zona que entregaba en concesión –contrato 096 de 1993-  no se encontraba ubicada dentro de un área de protección ambiental especial, como lo plantea la actora, el cargo por violación del derecho a disfrutar de un ambiente sano no puede prosperar, como efectivamente se resuelve en esta decisión.

Sin que ello obste para que, dadas las previsiones de la Ley 99 de 1993 y de la Ley 685 de 2001, las autoridades mineras y ambientales se pongan al tanto de la situación actual de las labores de extracción en la cuenca superior del Río Frío y con fundamento en los principios de precaución y prevención,  impongan los correctivos que resulten del caso, que podrían llegar inclusive a la terminación de la concesión, si las circunstancias lo ameritan. 

4.2 Falsa motivación 

Estima la demandante que el Ministerio de Minas y Energía vulneró el debido proceso administrativo, con la expedición de la Resolución 5-0506 de 1993 que precedió al contrato de concesión 096/93 objeto de demanda, porque la entidad no explicó su cambio de postura, frente al auto del 30 de marzo anterior, en lo que tiene que ver con los requisitos para convertir el permiso, del que era beneficiaria la sociedad Gavicol Ltda., en contrato de concesión. No obstante, contrario a lo afirmado en la demanda,  el material probatorio allegado al proceso revela que el Ministerio de Minas y Energía motivó en el respeto de los derechos adquiridos de la beneficiaria la resolución objeto de reproche, comoquiera que expuso lo siguiente -folios 286 a 290 cuaderno 2-: 
“De otra parte, es preciso aclarar el proveído de fecha 30 de marzo de 1992 (folio 80), en el sentido de señalar que la titular, antes de vencerse el término del permiso otorgado por la C.A.R. puede solicitar que dicho permiso se convierta en Contrato de Concesión previa presentación de los informes respectivos. Por tal motivo se hace necesario desglosar los documentos que obran dentro de la solicitud de Licencia Nº16238 y anexarlos al Registro mencionado y cancelar el número de radicación de ésta. 

(…)

De otra parte, la Empresa GRAVICOL, es beneficiaria de un derecho otorgado por la C.A.R., el cual se encuentra debidamente inscrito en el Registro Minero; por tanto constituye un derecho adquirido en virtud de lo dispuesto en el artículo 6º del Decreto  Nº 2655 de 1988”.
Ahora i) en lo que tiene que ver con la advertencia del Procurador Delegado para Asuntos Agrarios -en el ámbito de la actuación administrativa, como lo reconoció el Ministerio al contestar la demanda (folio 147 cuaderno principal)- sobre que el silencio del Decreto 2655 de 1988 -Código de Minas- al respecto no permite la conversión de un permiso otorgado por la CAR para pequeña o mediana minería en contrato de concesión y ii) respecto de la mención, por parte del ministerio de los artículos 44 y 45 del mismo código, que la actora echa de menos,  debe tenerse presente que las normas en comento a la letra señalan:

“Artículo 44. OTORGAMIENTO DEL DERECHO A EXPLOTAR. Al vencimiento de la licencia de exploración, si el titular ha dado cumplimiento a sus obligaciones de acuerdo con los artículos anteriores, tendrá derecho a la correspondiente licencia de explotación si se trata de un proyecto de pequeña minería o a que con él se suscriba el contrato de concesión, sin ninguna exigencia, requisito o condición distinta de las señaladas en este Código.
Artículo 45. LICENCIA DE EXPLOTACIÓN. El titular de la licencia de exploración que haya dado cumplimiento a sus obligaciones y cuyo proyecto sea clasificado en forma definitiva como de pequeña minería, tendrá derecho a convertir su título en licencia de explotación y así lo declarará el Ministerio o la entidad o autoridad delegada, en la misma providencia en que apruebe los informes y documentos de que trata el artículo 35 de este Código. 

También operará dicha conversión, ipso facto, si dentro de los sesenta (60) días siguientes a la presentación de los mencionados informes y documentos estos no han sido objetados. Vencido este plazo, el Ministerio, oficiosamente, inscribirá en el Registro la nueva calidad del título del interesado”.
Conforme a las normas antes transcritas, vigentes el 8 de septiembre de 1993, cuando el Ministerio de Minas y Energía y la sociedad Gavicol Ltda. celebraron el contrato de concesión 096/93,  es claro que al titular de un permiso de explotación de pequeña minería
 le asistía el derecho a la licencia, sin exigencias distintas a las establecidas en el mismo código i) al vencimiento de la autorización inicial –artículo 44-; ii) una vez aprobados los informes y documentos de que trata el artículo 35 de la misma normatividad –artículo 45, inciso primero- o iii)  ipso facto, si dentro de los sesenta días siguientes a la presentación de los mencionados informes y documentos estos no habían sido objeto de reproche de parte del ministerio –artículo 45, inciso segundo-. 

Empero, el artículo 44 transcrito contempla claramente dos supuestos para la conversión de licencias de exploración: i) su primera parte se aplica exclusivamente a los proyectos de pequeña minería que pueden convertirse en licencias de explotación y ii) su segunda parte trata la transformación en contratos de concesión minera, como en el presente caso, los cuales no tienen la anterior restricción; de manera que nada impedía que el proyecto de mediana minería -como el ejecutado por GRAVICOL según el permiso de explotación primigenio-, en vigencia del Decreto  2655 de 1988, se pudiera convertir en contratos de concesión i) a su vencimiento y ii) una vez aprobados los informes y documentos exigidos.

Informes y documentos que, al tenor de los artículos 34 y 35 del Código de Minas entonces vigente, debían incluir, además del informe final de exploración y del programa de trabajos e inversiones exigidos a la pequeña minería, un resumen del programa ejecutado, con las inversiones realizadas y los resultados obtenidos y del programa de obras y trabajos que se adelantaría en la anualidad siguiente. Exigencias éstas no previstas para la pequeña minería pero si para trabajos de mayor envergadura. 

Aunado a lo anterior, a juicio de la Sala, amerita considerar el trámite que antecedió a la suscripción del contrato de concesión 096/93, el cual demuestra que GRAVICOL LTDA., como lo indican los elementos probatorios allegados al proceso i) mientras aguardaba la prórroga del permiso solicitado con la antelación requerida, fue informado mediante auto del 30 de marzo de 1992 que podía presentar solicitud de licencia de explotación o exploración y ii) que, en los términos de las Resoluciones 5-0506 y 5-2268 de 1992, recibió autorización para presentar dichas solicitudes antes del vencimiento del registro nacional minero 096, correspondiente al permiso otorgado mediante las Resoluciones 2182 y 3476 de 1986 y 3915 de 1988. Esto último previa presentación de los informes respectivos.
De manera que, si bien la suscripción del contrato de concesión 096 de 1993 se aparta de lo previsto en los artículos 44 y 45 del Decreto 2655 de 1988 en lo que tiene que ver con la transformación de las licencias de  exploración al vencimiento del periodo inicial, se acompasa con las mismas disposiciones en lo que tiene que ver con el derecho a la conversión una vez presentados y aprobados los informes y documentos exigidos por el artículo 35 de la misma normatividad, es decir dando lugar a la conversión de que tratan los incisos primero y segundo del artículo 45 ya mencionado. Esto si se considera que la sociedad presentó el informe final de exploración, el plan de trabajo e inversiones, el estudio de impacto ambiental y la delimitación del área.
La demandante señala, también, que la Resolución 2182 de 1986 se inscribió en el registro minero el 24 de septiembre de 1990, siendo que el término para proceder en consecuencia venció el día 23 de junio anterior, situación que ameritaba la extinción del permiso y que impedía considerarlo como antecedente válido para suscribir el contrato de concesión objeto de acusación. 
Ahora, efectivamente, la Resolución 2186 de 1986  2182 de 1986 –folio 293 cuaderno 2- expedida por la CAR para conceder a GRAVICOL LTDA. permiso para la extracción de material aluvial extraído del predio San Rafael, ubicado en  el municipio de Tabio, se inscribió el 24 de septiembre de 1990, siendo que, al tenor del artículo 296 del Decreto ley 2658 de 1988
 el término para registrar los títulos expedidos con antelación a la vigencia de la norma
 venció el 23 de junio anterior; empero,  analizado el material probatorio que reposa en el expediente, se constata que el 20 de junio del mismo año, es decir en tiempo, la sociedad Gravas y Arenas Italcolombianas Gravicol Ltda. solicitó al Ministerio de Minas y Energía proceder a inscribir el título minero y que la división legal del ministerio dispuso la inscripción mediante Resolución 002693-51 de 17 de julio de 1990.
De manera que no hay lugar a la extemporaneidad de la inscripción, pues la sociedad Gravicol Ltda. dio cumplimiento a lo previsto en el artículo 296 del Decreto 2685 de 1988 y, el 22 de enero de 1992, fecha en que la misma inició la actuación administrativa en orden a transformar su título minero, el mismo se encontraba inscrito como correspondía.
Por lo expuesto, al no haberse probado la falsa motivación endilgada al contrato de concesión cuestionado, el tercer cargo, al igual que los anteriores, será despachado desfavorablemente. 

4.3 Vulneración del derecho a un ambiente sano, a la participación en su conservación y falta de aplicación de las normas ambientales
Esta acusación, al igual que las anteriores no prosperará, por cuanto del material probatorio que obra en el expediente se observa que el Ministerio de Minas y Energía dio cumplimiento a las disposiciones en materia ambiental y permitió la participación ciudadana.

Efectivamente, la Resolución 5-0506 del 16 de febrero de  1993 revela que el ministerio demandado permitió la intervención que exige el artículo 79 de la Carta Política, pues en el texto del documento se relacionan y responden inquietudes de intervinientes, las que si bien no se sujetan a los instrumentos de participación ambiental que más adelante desarrollaría la Ley 99 del mismo año –diario oficial 41.146, diciembre 23 de 1993-, sí responden a la necesidad constitucional de propender por la intervención de los asociados en la preservación de un ambiente sano.
De igual manera, frente a las acusaciones formuladas por la actora, relativas al incumplimiento de las previsiones ambientales en la suscripción del contrato de concesión, cabe señalar, que en el expediente obra certificación de la CAR
 que da cuenta que GRAVICOL LTDA. cumplió con las obligaciones y requerimientos impuestos por la autoridad ambiental, de suerte que el 8 de septiembre de 1993 tenía derecho a convertir el permiso previamente otorgado y a continuar explotando material del predio San Rafael. 
Sin que ello obste para que las autoridades ambientales realicen el seguimiento e impongan las correctivos que resulten del caso, pues, si bien  el artículo 58 constitucional protege los derechos adquiridos, ello exige su sujeción al ordenamiento constitucional y legal vigente, particularmente a la función ecológica inherente, como en todo tipo de propiedad, a la derivada de los títulos mineros. 

En síntesis, como ninguno de los cargos invocados pudo desvirtuar la presunción de legalidad del contrato de concesión demandado, se denegarán las súplicas de la demanda, sin perjuicio del llamado a prevención que la Sala considera del caso formular, con el objeto de que el contrato de concesión suscrito entre el Ministerio de Minas y Energía y la sociedad GRAVICOL LTDA. el 8 de septiembre de 1993 se sujete a las previsiones constitucionales y legales en la materia.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: Declarar no probada la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda.

SEGUNDO: Denegar las pretensiones de la demanda.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

DANILO ROJAS BETANCOURTH
Presidente
STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO

� A folio 173 del cuaderno principal, obra escrito de rectificación en el que la demandante puso de presente el error mecanográfico en el que incurrió en la demanda al numerar el contrato de concesión número  096, por 13.128.


� La empresa modificó su denominación social a GRAVICOL LTDA., como consta en la escritura pública 3272 del 12 de septiembre de 1990 de la Notaría Treinta y Seis de Bogotá, inscrita en la Cámara de Comercio de la misma ciudad -folio 120, cd. 2-.


� Aunque inicialmente el permiso se concedió sobre 2.8 hectáreas, mediante Resolución 3915 de 1988 se aclaró que se trata de 28 hectáreas.


� A través de de las Resoluciones 2182 y 3476 de 1986 y 3915 de 1988, expedidas por el Director General de la Corporación Autónoma Regional CAR la entidad accedió al permiso solicitado por GRAVICOL LTDA. para la explotación de material de arrastre en el predio San Rafael. El trámite que precedió a su expedición, si bien se relaciona en la demanda y se lo señala por irregular, resulta irrelevante en el sublite, porque nada tiene que ver con las pretensiones, objeto de la controversia -hechos 2.1 a 2.41, folios 2 a 47, cuaderno principal-.


� Por medio de la cual se accedió a efectuar la inscripción en el registro minero del permiso concedido por la CAR a GRAVICOL LTDA. -folios 302 y 303 cd. 2-.


�Por el cual se declara una zona de protección del paisaje -folios 313 a 319 cd. 2-.


� Por la cual se señala una zona restringida para la exploración y explotación minera y se resuelve una objeción -folios 321 a 329 cd. 2-.


� Al igual que en el acápite de hechos, la actora formula acusaciones contra actos administrativos que nada tienen que ver con las pretensiones objeto de estudio. Así, en el concepto de violación argumenta la existencia de una serie de presuntos vicios que afectarían la expedición de las Resoluciones 2182 y 3476 antes mencionadas, pero no las demanda, por tanto, al no existir ninguna conexión con el petitum, no se hará mención alguna a dichos razonamientos.


�"Por la cual se dictan normas sobre reglamentación de Zonificación y Subdivisión de Áreas Residenciales Urbanas y Rurales y se establecen zonas agropecuarias y forestales de destinación especial para el Departamento", conforme a la Ordenanza número 8 de 1973.


� “Registro de títulos anteriores. Dentro del término de un (1) año, contado a partir de la vigencia de este Código, los títulos mineros anteriores deberán inscribirse so pena de declararse su extinción ipso jure” – art. 296 D. l. 2685 de 1988-.


� “El Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, conocerá de los siguientes procesos privativamente y en única instancia: (…)  11. De los que se promuevan sobre asuntos petroleros o mineros en que sea parte la Nación o una entidad territorial o descentralizada (…)” –artículo 128 C.C.A.-.


� Al tenor del  artículo 36 de la Ley 446 de 1998, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, conocerá, entre otros procesos, privativamente y en única instancia “(…) 6. De los que se promuevan sobre asuntos petroleros o mineros en que sea parte la Nación o una entidad territorial o descentralizada, con excepción de las controversias contractuales, de reparación directa y las de nulidad y restablecimiento del derecho que versen sobre impuestos mineros, contribuciones y regalías, que seguirán las reglas generales (…)13. De todas las demás de carácter Contencioso Administrativo, para los cuales no exista regla especial de competencia (…)”.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 1 de marzo de 2006. Consejero Ponente Alier Eduardo Hernández  Enríquez, expediente 12.482; auto de 19 de julio de 2007, Consejero ponente Mauricio Fajardo Gómez, expediente 33747; sentencia de 23 de junio de 2010, Consejera Ponente Ruth Stella Correa Palacio, expediente 30987.


� “La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de similar naturaleza que se definen en ella. 


También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados a un número plural de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones particulares. 


Así mismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a los derechos e intereses colectivos” –artículo 88 C.P.-


� Señalaba la norma en cita al respecto: “El ambiente rural y los recursos naturales renovables del dominio público que hacen parte de aquél, podrán ser defendidos judicialmente por cualquier ciudadano contra actos o hechos humanos que les causen o puedan causar deterioro, si el asunto no es de competencia de la administración, mediante la acción popular consagrada en los artículos 1005, 2359 del Código Civil, especialmente en los casos previstos en el inciso segundo del artículo 16 de la Ley 23 de 1973. Esta acción se podrá ejercer en cualquier tiempo y estará encaminada a conseguir la prevención del daño, su reparación física o su resarcimiento, o más de uno de estos objetivos”. 


� Ley 446  de 1998 “Por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas del  Decreto 2651 de 1991, se modifican algunas del Código de Procedimiento  Civil, se derogan otras de la Ley 23 de 1991 y del Decreto 2279 de 1989,  se modifican y expiden normas del Código Contencioso Administrativo y se  dictan otras disposiciones sobre descongestión, eficiencia y acceso a la justicia”.


� Ley 472 de 1998 “Por la cual se desarrolla el artículo 88 de la Constitución Política de Colombia en relación con el ejercicio de las acciones populares y de grupo y se dictan otras disposiciones”.


� “Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el sector público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental (SINA), y se dictan otras disposiciones”.


� “Por el cual se reglamentan parcialmente los Títulos VIII y XII de la Ley 99 de 1993 sobre licencias ambientales”. 


� “Por la cual se determinan zonas compatibles para las explotaciones mineras de materiales de construcción en la Sabana de Bogotá y se dictan. otras disposiciones”.


� “La acción de nulidad procede contra los actos administrativos mediante los cuales se expide, modifica o cancela un permiso, autorización, concesión o Licencia Ambiental de una actividad que afecte o pueda afectar el medio ambiente –artículo 73 Ley 99 de 1993-.


� “DE LAS CONTROVERSIAS CONTRACTUALES. Cualquiera de las partes de un contrato administrativo o privado con cláusula de caducidad podrá pedir que se declare su existencia o su nulidad y que se hagan las declaraciones, condenaciones o restituciones consecuenciales; que se ordene su revisión; que se declare su incumplimiento y que se condene al contratante responsable a indemnizar los perjuicios y que se hagan otras declaraciones y condenaciones.   


Los causahabientes de los contratistas también podrán promover las controversias contractuales. 


El Ministerio Público o el tercero que acredite un interés directo en el contrato, está facultado para solicitar también su nulidad absoluta. El juez administrativo podrá declarar de oficio la nulidad absoluta cuando esté plenamente demostrada en el proceso y siempre que en él intervengan las partes contratantes o sus causahabientes –artículo 87, Decreto 01 de 1984, subrogado por el artículo 17 del Decreto 2304 de 1989-.


�Ver pie de página n.° 9.


� Sentencia del 16 de mayo de 1996, expediente n.° 1785, C. P. Juan Alberto Polo Figueroa –recurso de súplica, Sala Plena, 24 de mayo de 1999, radicación número S-628, C. P. Silvio Escudero Castro-.


� Lo que significa “desde entonces”, es decir, desde el momento de su expedición.


� Al respecto esta decisión: “ (…) la jurisprudencia ha entendido que se parte del supuesto de que la norma viciada no ha tenido existencia jamás, por lo cual todo debe ser retrotraído al estado anterior a su vigencia, siempre que no esté consolidada la situación que del mismo se desprende” -Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 8 de marzo de 2007,  M.P. Ruth Stella Correa Palacio, radicación 15052-.


� Art. 8. Es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación (…). Art. 49. (modificado por el art. � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/cp/acto_legislativo_02_2009.html" \l "1" \t "_blank" �1�° del Acto Legislativo n.° 2 de 2009). La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de salud a los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. También, establecer las políticas para la prestación de servicios de salud por entidades privadas, y ejercer su vigilancia y control. Así mismo, establecer las competencias de la Nación, las entidades territoriales y los particulares y determinar los aportes a su cargo en los términos y condiciones señalados en la ley (…). Art. 58. (…) La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una función ecológica � HYPERLINK "javascript:insRow76()" �(…)�. Por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, podrá haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa. Esta se fijará consultando los intereses de la comunidad y del afectado. En los casos que determine el legislador, dicha expropiación podrá adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa-administrativa, incluso respecto del precio. Art. 79. Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines. Art. 80. El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados. Así mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas. Art. 90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas (…). Art. 95. (…) El ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en esta Constitución implica responsabilidades (…). Son deberes de la persona y del ciudadano: (…) Num. 8. Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación de un ambiente sano (…). Art. 333. (…) La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación. Art. 334 (modificado por el art. � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/cp/acto_legislativo_03_2011.html" \l "1" \t "_blank" �1�° del Acto Legislativo n.° 3 de 2011). La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano (…) Lo que significa “desde entonces”, es decir, desde el momento de su expedición.


� El Convenio sobre Biodiversidad Biológica, suscrito en Río de Janeiro el 5 de junio de 1992 y aprobado por la Ley 165 de 1994, dispone en sus artículos 6, 8 y 10 que, dada la responsabilidad de los Estados de conservar su diversidad biológica, (i) integraran la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica en los planes, programas y políticas sectoriales o intersectoriales, (ii) promoverán la protección de ecosistemas y hábitat naturales y el mantenimiento de poblaciones viables de especies en entornos naturales y (iii) adoptarán medidas relativas a la utilización de los recursos biológicos para evitar o reducir al mínimo los efectos adversos para la diversidad biológica.


� “Para la definición de pequeña, mediana y gran minería se adopta como criterio fundamental el volumen o tonelaje de materiales útiles y estériles extraídos de la mina durante un determinado período de tiempo. De la capacidad instalada de extracción, de materiales dependen las inversiones, el valor de la producción, el empleo, el grado de mecanización de la mina y demás aspectos de orden técnico, económico y social. 


Con base en este concepto se fijan los valores máximos y mínimos que deben enmarcar la pequeña, mediana y gran minería en explotaciones a cielo abierto y subterráneas para cuatro (4) grupos de minerales o materiales a saber: 


1. Metales y piedras preciosas. 


2. Carbón. 


3. Materiales de construcción.


(…)


El Gobierno Nacional podrá ajustar cada dos (2) años los límites del volumen total de capacidad de extracción estipulados en este Código para pequeña, mediana y gran minería, de acuerdo con las condiciones socioeconómicas de la minería colombiana, de la comercialización de cada mineral y conforme lo justifiquen los avances en la técnica de extracción de minerales, sin exceder de un 50%, cada año, del volumen señalado para el período inmediatamente anterior”.


� “ARTÍCULO 296. REGISTRO DE TÍTULOS ANTERIORES. Dentro del término de un (1) año contado a partir de la vigencia de este Código, los títulos mineros anteriores deberán inscribirse so pena de declararse su extinción ipso jure”.


�  “El Capítulo XXII de este Código regirá desde la fecha de su expedición [23 de diciembre de 1988]. Las disposiciones restantes entrarán a regir a los seis (6) meses de su promulgación [Diario Oficial 38.626 23 de diciembre de 1988]” –artículo 326 Decreto ley 2658 de 1990-. 


� Folio 228, cuaderno principal.





